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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por la interna LUZ ESTRELLA AGUDELO ZAPATA contra el auto interlocutorio proferido el catorce (14) de junio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de prisión domiciliaria.
2.- PROVIDENCIA 

Previa realización de visita socio-familiar por parte de la Trabajadora Social, el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta a la señora LUZ ESTRELLA, negó la concesión de la prisión domiciliaria. Sus argumentos fueron los siguientes:

Ese despacho ya se había pronunciado sobre petición similar, fundamentada en el contenido de la Ley 750 de 2002, pero como ahora se invocaba lo dispuesto en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, era oportuno realizar el pronunciamiento correspondiente.

A la luz de ese dispositivo, verificó las condiciones de la solicitante, para lo cual dijo que si bien era cierto tenía un menor de seis (6) años, el niño no estaba desprotegido porque contaba con el cuidado de su abuela materna, quien le proporcionaba el cuidado necesario a pesar a su avanzada edad y a los quebrantos de salud que presenta. Por demás, cuenta con el apoyo económico de su padre que se encontraba en España y a pesar de no ser suficiente, permitía aliviar algunas necesidades del hogar; de igual modo, contaba también con el apoyo de una hermana de la interna que colaboraba no sólo en la parte económica sino en los quehaceres diarios. En esas condiciones, no se daban los requisitos exigidos en el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, para que se pudiera considerar a la reclusa como madre cabeza de hogar.

Verificado el requisito de orden subjetivo, relacionado con el cumplimiento de la medida de aseguramiento que en este caso debía entenderse como la satisfacción de lo dispuesto en el artículo 4º del Código Penal, en cuanto hacía referencia a la prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección del condenado; no podía hacerse caso omiso a la naturaleza y gravedad del delito por el cual fue juzgada y condenada la señora AGUDELO ZAPATA, al ser el homicidio conducta que atenta contra el supremo y más sagrado de los derechos: la vida. Por ende, no era fácil realizar un pronóstico positivo en el sentido que la condenada no causará daño a la comunidad, porque todo apuntaba a que su retorno a la comunidad la pondría nuevamente en peligro.
3.-  RECURSO

La sentenciada al sustentar el recurso interpuesto, expone que es madre cabeza de familia al tenor de lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, dado que tiene un hijo que nació el nueve (9) de mayo de dos mil (2000), lo cual certifica con el respectivo registro civil. Como madre cabeza de familia, tiene bajo su cargo económico también a su madre de 65 años de edad, incapacitada para trabajar por padecer artritis y espolón calcáreo, quien tiene deficiencia para asumir la responsabilidad de la educación, sustento y crianza de su hijo y a quien por demás ella sustentaba con su trabajo antes de producirse el acontecimiento por el cual fue encausada. Transcribe a continuación apartes de auto proferido por la Corte Suprema de Justicia el cuatro (4) de mayo de dos mil cinco (2005), M.P. Dra. Marina Pulido de Barón, relacionado con la favorabilidad en materia de detención preventiva.

De otro lado, solicita que se le aplique el derecho a la igualdad por cuanto existen decisiones en las cuales se resolvieron de manera favorable situaciones similares a la suya, por ejemplo, por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Bello (Ant.). Alude también a providencia del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en el cual se hizo alusión a la derogatoria tácita de la Ley 750 de 2002, norma que prohibía la concesión de la prisión domiciliaria a quienes fueran condenados a delitos como homicidio; en consecuencia, debía aplicarse a su caso la normatividad más favorable como quiera que la actual resultaba menos exigente para la concesión del beneficio.
En su criterio, cumple con los requisitos exigidos en atención a su comportamiento antes del delito y su desempeño actual, sumado a que no tiene antecedentes penales, lo cual demuestra que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. Solicita se tenga en cuenta también el concepto del Consejo de Evaluación y Tratamiento en el que se afirma que la función resocializadora de la pena ha cumplido su propósito.
4.-  SE CONSIDERA

Es competente la Sala para desatar el recurso interpuesto contra la providencia dictada por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

En aras de dar la solución que el caso requiere, es necesario mencionar que las medidas encaminadas a beneficiar a las madres o padres cabeza de familia, están dirigidas básicamente a mejorar las condiciones de los menores que dependan de ellos y de ninguna manera al adulto infractor de la Ley penal. Es por tanto desde esta perspectiva, que se debe analizar el presente asunto.
Necesario recabar por tanto en que la protección constitucional para estas personas, está condicionada al cumplimiento de unos requisitos que se desprenden de la lectura de la norma pertinente (art. 2º Ley 82 de 1993) y de la jurisprudencia existente sobre la materia:
Al respecto la Corte advierte que no toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar. En efecto, para tener dicha condición es presupuesto indispensable (i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar.

Analizada con detenimiento la situación de la señora LUZ ESTRELLA, pero en particular la de su hijo menor YEIMER WILDER CARDONA AGUDELO, se tiene que a pesar de vivir en el exterior el padre del niño, continúa aportando para su manutención, es decir, la sentenciada no es la única persona con la que cuenta el infante, toda vez que por lo menos en el aspecto económico le está brindando su manutención. Pero además, el niño no se encuentra abandonado a su suerte, ya que cuenta con su abuela y su tía, personas que están pendientes de sus necesidades materiales y afectivas. Palabras más palabras menos, la reclusa no es la única persona que vela por su hijo, dado que en su caso concurren otros miembros de su medio familiar, incluido por supuesto el padre del menor. 
En esas condiciones, no puede considerarse a la interna como madre cabeza de familia y por consiguiente no es acreedora a la sustitución de la pena privativa de la libertad, en los términos de los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004.
Finalmente, debe mencionarse que se respeta el criterio esbozado en otras regiones de nuestra geografía; sin embargo, el presente asunto se soluciona de conformidad con el análisis propio de la jurisprudencia en cita orientada a cada caso concreto. 
Sin más preámbulos, se dará confirmación a la providencia impugnada.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Sentencia SU-388 del 13-04-2005, M. P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ.
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